SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°073 
RADICACIÓN:   660013187004201800035-01
ACCIONANTE:  MIGUEL ÁNGEL ZURITA AYALA
SE CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:

Sentencia  – 2ª instancia –10 de agosto de 2018

Proceso:    
     Acción de Tutela 
Radicación Nro. :        660013187004201800035-01

Accionante: 



     Miguel Ángel Zurita Ayala
Accionado:
      Porvenir y otros
Magistrado Ponente: Jorge Arturo Castaño Duque

TEMAS:

SEGURIDAD SOCIAL /PENSIÓN DE INVALIDEZ  /RECONOCIMIENTO PENSIONAL /DERECHO DE PETICIÓN -10 DE ABRIL DE 2018- /PLAZO PARA CONTESTAR NO HABÍA FENECIDO/ 4 MESES/ CONFIRMA.
Y no obstante que en la impugnación por parte del abogado del accionante, se indica que se debe tutelar el derecho a la seguridad social para que por parte de PORVENIR se le reconozca el derecho prestacional que reclama en favor de su cliente, con su respectivo retroactivo, frente a dicha solicitud debe indicar la Sala, con sustento en las referidas jurisprudencias, que aunque la entidad omitió informarle dentro de los 15 días siguientes el estado del trámite, o la fecha en que respondería de fondo, no puede perderse de vista que dicha entidad tiene un plazo de 4 meses calendario para atender lo pedido, y si en cuenta tenemos que la petición la elevó en abril 10 de 2018, dicho plazo no ha vencido, en tanto solo en agosto 10 de 2018 se agotaría el mismo para que PORVENIR comunicara lo pertinente.

En ese sentido no podría por vía de tutela disponerse como lo pretende el recurrente, que se ordene a PORVENIR el otorgamiento del derecho prestacional que reclama, en tanto la entidad está en término para responder lo que corresponde a su caso.

(…)

No evidencia la Sala que por parte de COLPENSIONES se hubiere incurrido en vulneración a sus derechos fundamentales, y por ende no se hace necesario mantener su vinculación en el presente trámite, porque en principio quien debe atender los requerimientos del accionante es la AFP PORVENIR; no obstante, si con posterioridad dicha entidad se niega a cumplir las obligaciones que le asisten, en este caso las relativas al traslado de los dineros que hubiere depositado el señor MIGUEL ANGEL ZURITA AYALA, bien podrán adelantar las acciones judiciales que consideren pertinentes.

                            REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                         PEREIRA-RISARALDA 
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                                              RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diez (10) de agosto de dos mil dieciocho (2018)

                                                                Acta de Aprobación No 667
                                                 Hora: 11:20 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado del señor MIGUEL ÁNGEL ZURITA AYALA, contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada frente a Porvenir, Seguros de Vida Alfa y Colpensiones.
2.- DEMANDA 

La información suministrada por el apoderado del señor ZURITA AYALA, se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) su cliente tiene más de 41 años de edad, y en junio 08 de 2017 presentó ante COLPENSIONES solicitud para reconocimiento de pensión de invalidez, la cual le fue negada por resolución SUB 162841 de agosto 16 de 2017, por cuanto el actor realizó solicitud de traslado de régimen en mayo 15 de 2014, es decir, con posterioridad a la fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral; (ii) en el referido acto COLPENSIONES remite todo el expediente del señor ZURITA AYALA por competencia a la AFP PORVENIR, para que otorgue la prestación reclamada, por cuanto para la fecha de estructuración de la invalidez -abril 28 de 2009- se encontraba afiliado a PORVENIR AFP; (iii) contra la decisión de COLPENSIONES se interpuso recurso de apelación, el cual fue confirmado mediante resolución DIR 17915 de octubre de 2017, y en la misma se remite el expediente pensional para PORVENIR; (iv) en enero 14 de 2018 se radicó petición ante PORVERNIR donde se pedía información del trámite, comunicándosele que validada la base de datos, no se evidencia radicación del expediente; (v) en marzo 08 de 2018 requirió a COLPENSIONES los datos de la radicación del asunto e igualmente para que expidiera carta de sentencia de ejecutoria de COLPENSIONES, la cual respondió mediante escrito de marzo 21, donde señala que los documentos del señor ZURITA AYALA fueron remitidos en marzo 21 a PORVENIR en la ciudad de Bogotá; (vi) por comunicación de abril 10 de 2018 se solicita nuevamente a PORVENIR sobre el estado de la actuación, habiéndose recibido correo electrónico en mayo 03 de 2018 donde indican que esperan que la aseguradora Seguros de Vida Alfa rectifique la calificación y se remita a PORVENIR para proceder a activar la cuenta de pensión obligatoria y así radicar los documentos para la pensión de invalidez, y (vii) a la fecha no se ha decidido la solicitud de su poderdante, pese a que el tiempo transcurrido es prudente y se hace efectiva la vulneración de sus derechos a la seguridad social, igualdad y petición.

Pide se protejan dichas garantías constitucionales y se ordene a PORVENIR para que dentro de las 48 hora siguientes, reconozca y pague al señor MIGUEL ÁNGEL ZURITA AYALA la pensión de invalidez, a la que tiene derecho por su discapacidad del 68.80%, con fecha de estructuración en abril 28 de 2009, según dictamen de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, e igualmente que en dicho lapso se otorgue y pague el retroactivo pensional.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela el juez de primer nivel corrió traslado a COLPENSIONES y a la AFP PORVENIR, quienes al respecto guardaron absoluto silencio.

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en sentencia de junio 25 de 2018 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia tuteló el derecho fundamental de petición del señor MIGUEL ÁNGEL ZURITA AYALA y le ordenó a la AFP PORVENIR, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, resuelva y notifique en debida forma la solicitado por el actor en abril 10 de 2018, e igualmente dispuso desvincular del presente asunto a COLPENSIONES.

4.- IMPUGNACIÓN

El apoderado del señor ZURITA AYALA se mostró inconforme parcialmente con la decisión, por lo siguiente: (i) no debió desvincularse a COLPENSIONES, toda vez que por PORVENIR en oficio de junio 14 de 2018 señaló que no podrá responder de fondo pues COLPENSIONES no ha hecho traslado efectivo del ahorro en la cuenta y períodos cotizados; (ii) aunque COLPENSIONES señala que adelantó las gestiones pertinentes, PORVERNIR señala lo contrario, lo que les impedirá atender el reconocimiento de la pensión de invalidez  y pone a cliente en un estado de vulnerabilidad, por la dilatación en el trámite prestacional, y (iii) se debe tener a COLPENSIONES como accionada en este asunto, pues se presenta una situación que entorpece la pretensión principal que es la pensión de invalidez, por lo cual no se está solo ante la vulneración del derecho de petición, sino de acceso a la seguridad social.

Con fundamento en lo anterior pide que: (i) se revoque parcialmente la tutela  y se ordene a COLPENSIONES que proceda al traslado del ahorro depositado en las cuenta y los períodos cotizados por el actor y de haberlo hecho, señale la fecha en que se realizó tal procedimiento, y (ii) se ordene a PORVENIR que una vez tenga lo necesario, proceda al reconocimiento y pago de la pensión de invalidez del actor, a la cual tiene derecho, así como su retroactivo pensional desde abril 28 de 2009.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto amparó el derecho de petición reclamado por el apoderado del señor ZURITA AYALA, y dispuso la desvinculación del trámite de COLPENSIONES. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola como lo pide el accionante.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De la información arrimada al dossier, se aprecia que el señor ZURITA AYALA reclama la protección de sus derechos fundamentales a la seguridad social, petición y derecho a la igualdad, que considera vulnerados por parte de la AFP PORVENIR, al no haberle sido reconocida la pensión de invalidez, ni respondido la solicitud de abril 10 de 2018.

En relación con el derecho de petición, único que fue objeto de protección por parte del juez constitucional, frente al cual no predicó inconformidad alguna el abogado recurrente, debe advertirse, como así lo tiene sentado la jurisprudencia Corte Constitucional
, que cuando se trata de proteger tal garantía, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se eleva la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

Y es que desde tiempo atrás, la jurisprudencia constitucional, más concretamente en la Sentencia SU-975 de 2003, en relación con las solicitudes relacionadas con derechos pensionales, señaló que deben tener en cuenta tres términos que corren transversalmente, para responder las peticiones pensionales, ya que su incumplimiento acarrea una transgresión al derecho de petición. Al respecto allí se indicó:
“6) Del anterior recuento jurisprudencial queda claro que los plazos con que cuenta la autoridad pública para dar respuesta a peticiones de reajuste pensional elevadas por servidores o ex servidores públicos, plazos máximos cuya inobservancia conduce a la vulneración del derecho fundamental de petición, son los siguientes:
 
(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo.
 
(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;
 
(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001.
 
Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenazan la vulneración del derecho a la seguridad social. Todos los mencionados plazos se aplican en materia de reajuste especial de pensiones como los pedidos en el presente proceso”. -Negrilla de la Sala-
De más reciente data, la Corte Constitucional al reiterar esa misma sentencia de unificación, precisó que por lo menos dentro de los quince (15) días siguientes a la interposición de una solicitud pensional, el fondo de pensiones debe informar al peticionario sobre el estado en el que se encuentra su trámite, las razones por las cuales ha demorado la respuesta, y la fecha en la que responderá de fondo sus inquietudes.

“Como se expuso en precedencia, y teniendo en cuenta la naturaleza y alcance del derecho de petición, tenemos que su núcleo fundamental está constituido por: i) el derecho que tiene el peticionario a obtener una respuesta de fondo, clara y precisa y, ii) la pronta respuesta de parte de la autoridad solicitada.
 
En el presente caso es notorio y evidente que la entidad accionada vulneró el derecho fundamental de petición de la accionante, ya que, como se expuso en precedencia, dentro de los quince (15) días siguientes a la presentación de la solicitud (plazo inicial para todas las solicitudes en materia pensional) COLPENSIONES debió notificar a la actora: (i) acerca del estado en que se encontraba su solicitud; (ii) los motivos por los cuales no le fue posible contestar antes; y (iii) la fecha en que respondería de fondo la misma. Información ésta que omitió comunicar dentro del precitado término” 
. -Negrilla de la Sala-
En el sub lite se percibe que le asistía razón al señor ZURITA AYALA al instaurar la tutela, porque pese a efectuar solicitud que fue recibida por PORVERNIR en abril 10 de 2018, a la fecha de interposición de la acción -junio 08 de 2018- no se le había entregado respuesta de fondo, pese a que ya habían transcurrido los 15 días hábiles con los que contaba la entidad para comunicarle lo pertinente, lo que de contera implicaba que el a quo ordenara el amparo del derecho de petición que le había sido vulnerado, por haberse evidenciado tal quebrantamiento.

Y no obstante que en la impugnación por parte del abogado del accionante, se indica que se debe tutelar el derecho a la seguridad social para que por parte de PORVENIR se le reconozca el derecho prestacional que reclama en favor de su cliente, con su respectivo retroactivo, frente a dicha solicitud debe indicar la Sala, con sustento en las referidas jurisprudencias, que aunque la entidad omitió informarle dentro de los 15 días siguientes el estado del trámite, o la fecha en que respondería de fondo, no puede perderse de vista que dicha entidad tiene un plazo de 4 meses calendario para atender lo pedido, y si en cuenta tenemos que la petición la elevó en abril 10 de 2018, dicho plazo no ha vencido, en tanto solo en agosto 10 de 2018 se agotaría el mismo para que PORVENIR comunicara lo pertinente.

En ese sentido no podría por vía de tutela disponerse como lo pretende el recurrente, que se ordene a PORVENIR el otorgamiento del derecho prestacional que reclama, en tanto la entidad está en término para responder lo que corresponde a su caso.

Ahora bien, frente a la desvinculación de COLPENSIONES, ante lo cual se mostró inconforme el impugnante, por cuanto dicha entidad tiene el deber de realizar el traslado del ahorro depositado en la cuenta por el accionante y los períodos cotizados, debe señalarse que en momento alguno al instaurar la acción constitucional se hizo alusión a circunstancia de tal naturaleza, ya que la tutela estaba dirigida exclusivamente contra PORVENIR para que efectuara el reconocimiento prestacional.

Tal situación relevaba al funcionario de primer nivel para pronunciarse al respecto, al no haber sido objeto de pretensión alguna, máxime cuando por parte del accionante tampoco se aprecia que hubiere elevado solicitud a COLPENSIONES en tal sentido, e incluso se desconoce si por parte de PORVENIR se requirió a dicha entidad para lo pertinente.

No evidencia la Sala que por parte de COLPENSIONES se hubiere incurrido en vulneración a sus derechos fundamentales, y por ende no se hace necesario mantener su vinculación en el presente trámite, porque en principio quien debe atender los requerimientos del accionante es la AFP PORVENIR; no obstante, si con posterioridad dicha entidad se niega a cumplir las obligaciones que le asisten, en este caso las relativas al traslado de los dineros que hubiere depositado el señor MIGUEL ANGEL ZURITA AYALA, bien podrán adelantar las acciones judiciales que consideren pertinentes.

En ese orden de ideas estima la Corporación que la providencia dictada por la jueza de primer nivel se encuentra ajustada a derecho, y en consecuencia se dispondrá su confirmación.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de seguridad de Pereira (Rda.).
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-149/13.


� Sentencia T-086 de 2015, reiterado en T-238 de 2017.
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